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D. Carlos Oliván Villobas, Jefe de Servicio de Participación Ciudadana e Innovación 

Social de la Dirección General de Gobierno Abierto e Innovación Social, Departamento de 

Ciudadanía y Derechos Sociales, 

C E R T I F I C A: 

De acuerdo con la solicitud efectuada por la Dirección General de Trabajo, Autónomos y 

Economía Social del Departamento de Economía, Planificación y Empleo del Gobierno de 

Aragón, se publicó en el portal https://gobiernoabierto.aragon.es/, del 19 de octubre al 3 de 

noviembre de 2020, la “Consulta Pública previa para elaborar el Anteproyecto de Ley 

de Economía Social de Aragón”. Esta consulta tuvo carácter potestativo, puesto que al 

no ser de carácter reglamentaria no está sujeta al Acuerdo de 26 de febrero de 2020, del 

Gobierno de Aragón, por el que se dictan instrucciones sobre la consulta pública previa en 

el procedimiento de elaboración normativa a través del Portal de Gobierno Abierto del 

Gobierno de Aragón. 

 

A través de la citada Consulta Pública previa se recibió la siguiente aportación: 

“La economia social, careta del capitalismo más duro y el clientelismo de la sociación afin. 

La privatización, enmascarada o no como economía social, es la destrucción más efectiva 

de los servicios públicos. Si se necesitaban más pruebas, la pandemia Covid-19 las 

proporcionó, exponiendo las consecuencias catastróficas de décadas de privatización y 

mercantilización de los servicios públicos. De la noche a la mañana, vimos hospitales 

abrumados, cuidadores sin equipo de protección, hogares de ancianos convertidos en 

lugares agonizantes, interminables colas para hacerse pruebas, etc. Muchos de estos 

servicios públicos son gestionados por supuestas fundaciones que solo enmascaran a 

grandes empresas del sector o a fundaciones clientelares del partido político de turno en 

el gobierno local, autonómico... Los que trabajamos en Aragón en servicios sociales hemos 

presenciado con estupor como se va legislando y reglamentando la llamada "acción 

concertada" dejando un catálogo de servicios posibles que suponen la privatización casi 
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completa de los servicios sociales. En realizada es una simple consolidación de lo ya 

privatizado, que es mucho, y una licencia de corso para saquear lo poco que se gestiona 

directamente con empleados públicos. Todos conocemos como las grandes empresas del 

sector han ido creando su "fundaciones satélites" para abarcar todo tipo de "subastas 

publicas" de los servicios sociales, educativos o sanitarios. También son muy conocidas 

las "fundaciones" creadas y controladas por los grandes partidos políticos que ostentan el 

poder e incluso los famosos "cambios de baraja" para proteger a la fundación amiga cuando 

no lo controlas. Hay literatura suficiente para diferenciar a las entidades reales de la 

economía social de las fundaciones pantalla de las grandes empresas o las fundaciones 

clientelares de los grandes partidos. Si continuamos legislando sin esta clara diferenciación 

seguiremos contribuyendo a la privatización de servicios elementales para el ciudadano y 

por ello en una irresponsabilidad en la gestión de los servicios públicos Solo hay una 

conclusión: un cambio radical de rumbo después de años de subcontratación de bienes y 

servicios sociales a actores comerciales privados y clientelares, que a menudo resulta en 

corrupción, disminución de la calidad, aumento de costos. No hay que olvidar que la 

mercantilización de los servicios públicos debilita a los más desfavorecidos y puede 

conducir a violaciones de derechos humanos.” 

 

Y para que conste a los efectos oportunos, se expide el presente certificado 

Firmado electrónicamente 

Carlos Oliván Villobas 

Jefe de Servicio de Participación Ciudadana e Innovación Social 
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